
Que reforma los artículos 206 del Reglamento de la Cámara de Diputados y 49 de la Ley Orgánica del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Mirza Flores Gómez, del Grupo 
Parlamentario de Movimiento Ciudadano  

La que suscribe, Mirza Flores Gómez, integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la 
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, y con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y 77, numerales I y II, del Reglamento de la 
Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto 
de decreto, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La presente iniciativa tiene como finalidad abordar la problemática de la politización de los centros de 
estudios de la Cámara de Diputados, con el objetivo de buscar soluciones a través del cambio en los procesos 
de selección de los directores generales y de los investigadores, para que éstos se fundamenten en criterios 
profesionales, académicos y éticos. 

Para tal efecto, primero pondremos en contexto el proceso de selección de acuerdo con el Estatuto de la 
Organización Técnica y Administrativa y del Servicio de Carrera de la Cámara de Diputados, contrastándolo 
con el procedimiento que opera en la práctica; medio que se encuentra viciado de origen y que atenta contra la 
naturaleza jurídica de los propios centros de estudios: ser objetivos e imparciales, al incorporar actores 
políticos para la designación del personal. 

El conocimiento científico no debe ser utilizado en ningún momento para justificar las acciones políticas, por 
el contrario; las políticas públicas impulsadas por los tomadores de decisiones deben encontrar su 
justificación en la verdad absoluta, para beneficio de los gobernados. Por lo que resulta necesario, realizar las 
reformas estructurales a los centros de estudios para lograr autonomía e imparcialidad en la producción del 
conocimiento, meta que se alcanzará en la medida que sean dirigidos por personas capaces e independientes. 
En la tercera parte del documento, propondremos un cambio jurídico y en la estructura organizacional de estas 
instituciones. 

Los centros de estudios de la Cámara de Diputados tienen la finalidad de servir como órganos de apoyo del 
trabajo legislativo y proporcionar en forma objetiva, imparcial y oportuna, los servicios de apoyo técnico y la 
información analítica que sean requeridos por los diputados y las comisiones del Congreso de la Unión. 

En la práctica, lejos de cumplir los objetivos y fines para los que fueron creados, son espacios que los partidos 
tradicionales han utilizado para obtener prebendas políticas y económicas, los espacios que debieran ser 
asignados a investigadores profesionales de tiempo competo, son otorgados en forma de cuotas partidistas; 
por lo que se corre el riesgo que las opiniones técnicas emitidas, herramienta fundamental en la toma de 
decisiones para los diputados y las diputadas que integran las comisiones y que derivan en los dictámenes que 
se votan en el pleno, se encuentren sesgadas y politizadas, careciendo de calidad, rigor académico, objetividad 
y crítica. 

Actualmente operan cinco Centros de Estudios: de las Finanzas Públicas; de Derecho e Investigaciones 
Parlamentarias; Sociales y de Opinión Pública; para el Adelanto de las Mujeres y la Equidad de Género; y 
para el Desarrollo Rural Sustentable y la Soberanía Alimentaria. 

De acuerdo con el Estatuto de la Organización Técnica y Administrativa y del Servicio de Carrera de la 
Cámara de Diputados, la estructura orgánica de los centros de estudios debería estar formada por un director 
general, cuatro directores de proyecto y el número de investigadores que la disponibilidad presupuestal 
permita. Siguiendo lo dispuesto en el estatuto, los titulares de los centros deben ser nombrados por el Consejo 
Directivo del Servicio de Carrera con el voto de las dos terceras partes de sus integrantes y con base en la lista 
de los candidatos que hubieren acreditado los requisitos o ganado el concurso correspondiente. Los 



investigadores y analistas serán designados por el voto de la mayoría. Sin embargo, en la práctica lo 
establecido es inoperante. 

Al no haberse constituido el consejo directivo previsto en el estatuto, por acuerdo de la Junta de Coordinación 
Política, el 8 de noviembre de 2000 se constituyeron los Comités de los Centros de Estudios de las Finanzas 
Públicas, de Derecho e Investigaciones Parlamentarias, Sociales y de Opinión Pública de la LVIII Legislatura 
de la Cámara de Diputados. En dicho acuerdo se reitera a la actividad de los comités consistentes en fijar 
políticas y criterios para el programa de trabajo, así como opinar sobre el nombramiento de los directores 
generales y demás servidores del centro a consulta que se les hiciere.1  

En la actual legislatura, la estructura orgánica de los comités es la siguiente: cuentan con una presidencia, tres 
secretarías y once integrantes, sumando un total de 15 diputados por comité de los centros de estudios, 
distribuyendo las presidencias –por acuerdo de la Junta de Coordinación Política–2 entre los dos partidos 
mayoritarios en el Congreso: 3 para el PRI y 2 para el PAN. Cabe mencionar que se reformó el artículo 206 
del Reglamento de la Cámara de Diputados para legitimar por la vía legal la constitución de los comités para 
los centros de estudios. 

Al permitir que los diputados, en su carácter de “actores políticos” tengan facultades para definir políticas y 
programas generales de los centros, claramente se transgrede la esencia misma de la institución: objetividad e 
imparcialidad.  

“Imponer una revisión política a un proceso científico corrompe el proceso al estar la ciencia sujeta a 
decisiones políticas. Es decir, se utiliza la ciencia para servir fines políticos, en lugar de estar la política sujeta 
a las reglas de la verdad científica”3 práctica que ha permitido acuñar el concepto “politización de la ciencia”. 

Basta revisar la trayectoria profesional (tabla 1) de los actuales directores de los centros de estudios para 
confirmar el planteamiento expuesto en el presente apartado: 





 



La democracia como un marco definitorio de acción política e institucional para los individuos, señala que 
éstos deben dirigirse siempre en consonancia al respeto de los derechos humanos y las libertades, teniendo en 
cuenta la justicia así como la igualdad entre hombres y mujeres. Por ello, las instituciones del Estado deben 
estar guiadas por los individuos más calificados e íntegros. 

Dicha precisión individual es dada por el conocimiento, las sociedades se identifican por su capacidad de 
mantener un enlace estrecho entre el conocimiento obtenido por sus individuos con las instituciones, es decir, 
que sea capaz de transitar dichas opiniones para el avance general de la sociedad que se realiza eficazmente a 
partir de las herramientas pensadas por el Estado. 

El Estado, en su función legislativa, debe tener presente el conocimiento científico en muchas de sus acciones 
y en sus herramientas para conducir correctamente –guiado por principios, planes y objetivos– la organización 
social de los individuos. 

Si bien la educación debe basarse en los resultados del progreso científico, como está previsto en el artículo 
3o. constitucional, este principio no se traslada a las políticas de integración en los centros de estudios. Pese a 
la reiterada intención de formar un gobierno y función pública basada en el conocimiento,4 en México 
seguimos designando a los servidores públicos con base en cuotas partidistas y no por sus capacidades. 

Uno de los poderes con mayor relevancia para los Estados democráticos es el que se encarga de mantener la 
representación popular, la voz de todos los ciudadanos, para el caso: la Cámara de Diputados del Congreso de 
la Unión, ha reconocido que el conocimiento es clave para el desarrollo de leyes que inspiraran políticas 
públicas, por ello ha instaurado cinco Centros de Investigación que son o deberían ser centros confiables y 
punteros de información, produciendo conocimientos ajustados totalmente al criticismo y objetividad que 
cuestiona día a día la comunidad científica y una sociedad indignada. 

Los centros de estudios son de vital importancia para la Cámara de Diputados y para todos los individuos que 
lo integran, pues influyen en dos aspectos, institucionalismo y acción individual. La ley al ser materia 
principal de la cámara de representantes, sólo encuentra su perfeccionamiento a través del respaldo y certeza 
que la información y el conocimiento científico otorga. 

Las leyes justas se crean cuando se tiene la necesidad social acogida por los líderes adecuados, solo con 
representantes capaces e informados se podrá llevar a cabo una eficiente acción pública para la realidad del 
momento. Esta información y conocimiento, según el diseño institucional de la propia Cámara, se apoyará 
con las aportaciones de los centros de estudios; sin embargo, la asesoría y la capacidad que tienen dicho 
centros son opacadas por los intereses de los grupos de poder, que muchas ocasiones son utilizadas como 
moneda de cambio e ideologías a conveniencia que limitan el desarrollo de sus funciones. 

Ser líder dentro de la realidad mexicana implica tener la suficiente valentía para reconocer los problemas de la 
sociedad tal y como son, transformarlos en retos, pero ante todo, significa tener la libertad de imaginar una 
nueva realidad, apelando siempre a la capacidad humana de pensar y crear conocimiento objetivo y crítico. 

La implantación del servicio profesional de carrera –entendido como el proceso de selección del personal con 
base en sus aptitudes– y el desarrollo del liderazgo, la capacitación y la autogestión forman parte fundamental 
para consolidar instituciones gubernamentales eficientes. 

Como los centros de estudios de la Cámara de Diputados son los órganos de apoyo del trabajo legislativo, 
además de las características mencionadas con anterioridad, se debe garantizar la independencia de éstos 
frente al poder político; recordemos que la politización de la ciencia debe ser entendida como la política al 
servicio de la ciencia, esto es, generar mecanismos para propiciar el desarrollo del conocimiento científico en 
una nación, y no a contrario sensu, sesgar el conocimiento científico para justificar las decisiones políticas. 

De conformidad con el acuerdo de la Jucopo por el que se crean los comités de los centros de estudios en esta 
legislatura, las cuotas partidistas quedaron integrados de la siguiente forma: las direcciones del CEFP, CEDIP, 



CEDRSSA pertenecen al PRI; por su parte, el CESOP y el CEAMEG fueron adjudicadas a integrantes del 
Partido Acción Nacional. 

Plantear un cambio en la estructura organizacional de los centros de estudios sin duda alguna generará 
reticencia por parte de los actores beneficiados por el régimen legal que opera. Los tomadores de decisiones 
debemos estar conscientes que el verdadero liderazgo político no consiste en perpetuar los mecanismos de 
control sobre los gobernados, debemos generar las condiciones necesarias para transitar hacia una gobernanza 
eficaz y democrática, basada en el conocimiento científico y no en creencias personales y fanatismo. De ahí 
deriva la importancia de otorgar autonomía a los centros de estudios respecto de las ideologías partidistas. 

Resulta necesario modificar la redacción del artículo 206 del Reglamento de la Cámara para eliminar a los 
comités como parte de la estructura organizacional de los centros de estudios, de esta manera, los y las 
diputados adscritos a ideologías políticas propias de su partido, dejarán de tener injerencia en su formación. 

Otro de los cambios en la normatividad que deben ser impulsados para lograr una plena autonomía de los 
centros de estudios es el establecimiento de requisitos profesionales y académicos para garantizar que los 
directores generales e investigadores sean personas cualificadas. Deben 

• Contar con título de doctorado o maestro. 

• Tener amplia y probada experiencia en el campo de la investigación. 

• Pertenecer al Sistema Nacional de Investigadores. 

• No haber sido registrado o haber sido candidato a cargo alguno de elección popular, dirigente nacional, 
estatal, municipal o delegacional de partido político o agrupación política alguna, en los cinco años 
inmediatos anteriores a la toma de posesión. 

• No pertenecer al estado eclesiástico ni ser ministro de algún culto religioso. 

Estas adecuaciones legales deben plasmarse en el artículo 49 numeral 3 de la Ley Orgánica del Congreso de 
la Unión. También debe implantarse un código de ética que comprometa a los funcionarios públicos a 
desarrollar sus funciones con apego a la legalidad y que propicie el desarrollo de los valores inherentes a la 
naturaleza jurídica de los centros de estudios: honestidad, trasparencia e imparcialidad. 

Resulta pertinente modificar la Ley Orgánica del Congreso de la Unión y el Reglamento de la Cámara de 
Diputados, así como crear un código de ética que garantice la autonomía en las publicaciones, investigaciones 
y opiniones que emitan estos centros de estudios, para que los legisladores y las legisladoras cuenten con 
información veraz, objetiva e imparcial que les permita tomar decisiones en beneficio de la ciudadanía que 
representan. 

Por lo expuesto solicito la aprobación del pleno de la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman los artículos 206 del Reglamento de la Cámara de Diputados y 49, numeral 3, 
de la Ley Orgánica del Congreso de la Unión  

Primero. Se reforma el artículo 206 del Reglamento de la Cámara de Diputados: 

Artículo 206.  

1. Los comités son órganos auxiliares de las actividades internas de la Cámara. Tendrán las siguientes tareas: 



I. a III. (...) 

Segundo. Se reforma el artículo 49, numeral 3, de la Ley Orgánica del Congreso de la Unión: 

Artículo 49.  

1. y 2. (...) 

3. La Cámara contará también, en el ámbito de la Secretaría General y adscritos a la Secretaría de Servicios 
Parlamentarios, con los centros de estudios de las finanzas públicas; de estudios de derecho e investigaciones 
parlamentarias; de estudios sociales y de opinión pública; de estudios para el desarrollo rural sustentable y la 
soberanía alimentaria, y de estudios para el adelanto de las mujeres y la equidad de género. 

Para ocupar el cargo de director general, director de proyecto e investigador de los centros de estudios se 
requiere 

i. Contar con título de doctorado o maestro.  

ii. Tener amplia y probada experiencia en el campo de la investigación.  

iii. Pertenecer al Sistema Nacional de Investigadores.  

iv. No haber sido registrado o haber sido candidato a cargo alguno de elección popular, dirigente nacional, 
estatal, municipal o delegacional de partido político o agrupación política alguna en los 5 años inmediatos 
anteriores a la toma de posesión.  

v. No pertenecer al estado eclesiástico ni ser ministro de algún culto religioso.  

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor a partir del inicio de la LXIV Legislatura. 

Segundo. Para la elección de los directores generales, directores de proyecto e investigadores, se instalará un 
consejo consultivo honorario, presidido por el secretario general de la Cámara de Diputados, e integrado por 
diez directores de las instituciones de educación superior y centros de investigación de mayor prestigio del 
país, que serán elegidos por el pleno de la Cámara de Diputados a propuesta de la Junta de Coordinación 
Política. 

El Consejo Consultivo Honorario establecerá los lineamientos para el proceso de selección de los directores 
generales, directores de proyecto e investigadores. 

Notas  
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Disponible en http://www.libertaddigital.com/opinion/patrick-basham-y-john-luik/polit izacion-de-la-ciencia-
38365/ 

4 Esta intención se refleja en los planes y programas nacionales de desarrollo. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de febrero de 2017. 

Diputada Mirza Flores Gómez (rúbrica) 

	


